
02 Nuestras propuestas

El correcto reconocimiento con carácter 
retroactivo de los trienios perfeccionados en 
más de un grupo al personal funcionario
En los últimos meses se ha culminado la solución de un complejo asunto que se ha venido tramitando 
desde hace años en esta Institución y que pone de manifiesto, muy significativamente, el funcionamiento 
del Defensor del Pueblo Andaluz en el cumplimiento de los cometidos garantistas de los derechos de la 
ciudadanía que tiene encomendados.

El asunto en cuestión se planteó por la valoración de trienios que se han cumplido en diferentes grupos que 
venía realizando la Administración de la Junta de Andalucía, con arreglo al art. 23.2. b) de la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto de Medidas para la reforma de la Función Pública, en vez de aplicar la legislación andaluza 
que considerábamos procedente, que era el art. 46.2 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación 
de la Función Pública de Andalucía.

Esta forma de proceder fue denunciada al Defensor del Pueblo Andaluz por la organización sindical SAF, 
en el año 2018, y tras la tramitación de la correspondiente queja, y del Informe emitido por el Gabinete 
Jurídico de la Junta de Andalucía, con fecha 15 de enero de 2019, se dicta la Instrucción 1/2019, por la que 
se modifica la Instrucción 3/2005, de aplicación en esta materia, dando una nueva redacción al apartado 
Undécimo, en el sentido que se propugnaba por esta Institución y los promotores de las quejas que habían 
denunciado esta situación ante la misma.

No obstante, a partir de estos antecedentes, se vuelven a dirigir a esta Institución nuevas quejas poniendo 
de manifiesto su disconformidad con la interpretación que se había dado por parte de la Secretaría General 
para la Administración Pública al Informe del Gabinete Jurídico, al incluir que, para el reconocimiento de 
dichos trienios, no se tendrían en cuenta los servicios prestados en otras Administraciones, y limitar su 
aplicación a los trienios perfeccionados a partir de la firma de la misma.

Tras la admisión a trámite de dichas quejas, en la queja 19/0739, promovida por el SAF, se solicitó el 
correspondiente informe a la Administración de la Junta de Andalucía. En su respuesta, consideraba que 
se trataba de un mero cambio interpretativo que no tenía consecuencias para el reconocimiento de trienios 
realizados con anterioridad, a pesar de que la interpretación mantenida había supuesto un perjuicio evidente 
para aquellos empleados públicos que solicitaron el reconocimiento de trienios devengados en más de un 
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grupo con anterioridad a la fecha de aprobación de la citada Instrucción 1/2019 y no se les había reconocido 
en el grupo superior por ese motivo.

Ante este proceder, planteábamos a la Administración la necesidad de adoptar las medidas oportunas para 
contrarrestar, en el marco de la legalidad vigente, los efectos discriminatorios que se estaban produciendo 
con su actuación.

En consecuencia, se formuló Resolución a la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública 
recomendando la modificación para que se valorara, a efectos de reconocimiento de trienios completados 
en más de un grupo, los servicios prestados en todas las Administraciones incluidas en el art.1 de la Ley 
70/1978, de 26 de diciembre, de reconocimiento de servicios previos en la Administración Pública.

Asimismo, se le recomendó que, en el marco legal vigente, se adoptaran las medidas que se consideraran 
más procedentes para que al personal funcionario al que se le hubiera reconocido erróneamente los 
trienios devengados en más de un grupo con anterioridad a la fecha de efectos de la Instrucción 1/2019, 
aplicándole una norma legal que no procedía, se le pudiera revisar dicha decisión y contrarrestar los efectos 
desfavorables ocasionados por la misma.

A pesar de ello, durante el año 2021, la referida organización sindical y numerosas personas interesadas 
volvieron a dirigir a esta Institución nuevas comunicaciones en las que se ponía de manifiesto que, a pesar del 
contenido de la Resolución formulada, que fue aceptada por la Viceconsejería de Presidencia, Administración 
Pública e Interior, seguían sin adoptarse por parte de la Administración de la Junta de Andalucía las medidas 
que permitieran el adecuado otorgamiento de los trienios indebidamente reconocidos en un grupo inferior 
con anterioridad al año 2016.

Ante esta situación, por parte del Defensor del pueblo Andaluz se inició una nueva actuación de oficio sobre 
este asunto, la 21/0014, constatando que, ni la redacción que finalmente se había dado al apartado Segundo 
de la Instrucción 1/2019, ni la del Cuarto de la Instrucción 1/2020, ni el contenido de la nota aclaratoria 
de la Subdirección de Ordenación y Regulación de la Dirección General de Recursos Humanos y Función 
Pública, iban en la dirección que se había recomendado, sino más bien en la contraria, al perpetuar esos 
efectos desfavorables consecuencia de la aplicación errónea por la Administración de la Junta de Andalucía 
de una norma que no procedía, y que así lo había reconocido.

En base a estas consideraciones, y a recientes sentencias judiciales sobre este asunto coincidentes con los 
criterios mantenidos por esta Institución en sus resoluciones, se concluyó recomendando nuevamente a dicha 
Administración que procediera a la revocación de los actos de reconocimiento de los trienios completados 
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en más de un grupo con arreglo a la Ley 30/1984, que hubieran sido reconocidos con posterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley 6/1985, y se procediera a su reconocimiento con arreglo a dicha Ley con efectos 
administrativos de la misma fecha, así como al reconocimiento de la compensación económica procedente, 
en su caso, correspondiente al plazo general de cuatro años de prescripción de las obligaciones económicas, 
a partir de la fecha de solicitud de su adecuado reconocimiento.

Asimismo, se le sugiere que se proceda a modificar nuevamente el apartado Segundo de la Instrucción 
1/2019, de 16 de enero, y el apartado Cuarto de la Instrucción 1/2020, de 8 de septiembre, a fin de que 
puedan ser atendidas todas las solicitudes de revocación y compensación económica de los trienios 
completados en más de un grupo, indebidamente reconocidos, a partir de la fecha de entrada en vigor de 
la Ley 6/1985, limitando el abono de las diferencias retributivas que resulten, en su caso, al plazo general 
de cuatro años de prescripción de las obligaciones económicas que establece el art. 30 del Texto Refundido 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.
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Finalmente, atendiendo a las consideraciones y resoluciones formuladas por esta Institución, se adopta 
esta nueva Instrucción en la que se da una nueva redacción al apartado Undécimo de la Instrucción 3/2005, 
completándolo con un segundo párrafo en el que se determina el alcance que tienen las consecuencias del 
cambio de criterio en cuanto a la norma de aplicación para la valoración de los trienios perfeccionados en 
más de un grupo o subgrupo de clasificación profesional, en el sentido recomendado por esta Institución.

Con este último cambio normativo queda restablecido el derecho a la correcta percepción de los trienios 
completados en más de un grupo del personal funcionario de la Junta de Andalucía. Derechos que, tras la 
persistente actuación de esta institución en este asunto, han quedado plenamente garantizados. Y de lo que 
también nos congratulamos.

Más información en Informe Anual 2021. Capítulo 1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social, epígrafe 1.5.2.6.3. 
Reconocimiento con carácter retroactivo de los trienios perfeccionados en más de un grupo por aplicación del art. 
46 de la Ley 6/1985.

La defensa de la salud en el entorno rural
El sistema sanitario público es un servicio troncal para la sociedad, la salud, uno de los pilares del bienestar, 
un derecho social inestimable y los poderes públicos tienen, como todos sabemos, el deber de garantizar sus 
recursos y prestaciones.

La Ley General de Sanidad 14/1986, de 25 de abril, sienta entre los principios generales del Sistema de Salud, 
la extensión de la asistencia sanitaria pública a toda la población española y la igualdad efectiva en el acceso 
a ella y a las prestaciones sanitarias, especificando que la política de salud estará orientada a la superación de 
los desequilibrios territoriales y sociales (artículo 3).

En una sociedad globalizada como la de nuestra contemporaneidad, el sistema sanitario público ha de 
enfrentarse a retos generales que desafían su equilibrio y cuya superación forma parte de obligaciones a 
cargo de los responsables públicos. Estos retos, además, se manifiestan de forma más acusada en el medio 
rural y no olvidemos que en Andalucía existen 778 municipios, de los que 524 se comprenden en el concepto 
de “rural” (66,7%), habitados por el 17,3% de la población total (1.455.663 personas del total de 8.414.240).

Los datos del Instituto de Estadística y Cartografía de Andalucía arrojan la importancia cuantitativa territorial 
del medio rural, de forma que la envergadura de la cuestión que analizamos exige poder contar con unos 
responsables públicos que no solo sepan ver las dificultades debidamente contextualizadas, sino que tengan 

43

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2021/informe/1-5-empleo-publico.php#Cap15263

	02. Nuestras propuestas
	El correcto reconocimiento con carácterretroactivo de los trienios perfeccionados enmás de un grupo al personal funcionario




